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El tema de leyes, penas y cárceles y su relación con la seguridad ciudadana, resulta 
desde su planteamiento un tema multivoco, que requiere, en el caso de la situación en el 
Perú, el esclarecimiento de cómo se entiende la “Seguridad Ciudadana” y cuáles son los 
caminos que se han ido abriendo para conseguirla. 
El concepto y categoría misma de seguridad ciudadana, resultan ser bastante modernos. 
el termino comenzó a utilizarse en reemplazo del anterior concepto policivo de orden 
público, que consideraciones más consideraciones menos, se referían a los espacios en 
donde se presentaban conflictos en la convivencia ciudadana y que resultaban 
imperativas acciones policiales para recuperar el equilibrio perdido. Cuando de común, 
se hacía referencia a “zonas de orden público”, implícitamente se estaban refiriendo a 
zonas en donde la convivencia ordenada y pacífica se encontraba alterada. Al así 
entenderse, las acciones para recuperar el orden, se inscribían en la idea de medidas 
reactivas, de suyo casi siempre compulsivas. Con el avance en la consolidación de las 
democracias y la discriminación de las acciones para lograr el equilibrio convivencial, 
en acciones preventivas, acciones disuasivas, acciones de control y acciones reactivas, 
comienza a relativizarse el empleo de la denominación orden público, para comenzar a 
hablarse de seguridad ciudadana. 
Surge entonces  la denominación de seguridad ciudadana como alternativa a la de orden 
público, empero,  se da también inicio a un esfuerzo teorizador de la seguridad 
ciudadana que dota a esta denominación de conceptualizaciones novedosas y que como 
punto común siempre destacan la participación de la ciudadanía como condición 
necesaria para lograr la convivencia pacífica. 
En nuestro medio, el desarrollo y entendimiento del concepto ha sido bastante disperso, 
de tal suerte que organizaciones oficiales difieren entre sí para llegar a comprender de 
que se está hablando. Hemos escuchado con preocupación que algunas altas autoridades 
han soslayado el tema atribuyéndole el conocimiento y tratamiento específico a la 
policía nacional. Resulta entonces que la mayoría ha asumido que la seguridad 
ciudadana está constituida por las acciones que la policía es capaz de adelantar para 
mantener la indemnidad de las personas. Esta simplificación del concepto ha llegado a 
los policías, que son, que duda cabe, uno de los elementos sustantivos para la 
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elaboración de una visión sistémica de la seguridad ciudadana, pero que están 
convencidos que la seguridad ciudadana es una especialidad de la policía y que como 
profesionales en esta especialidad son los únicos actores, relativizan la responsabilidad 
que compete a gobernadores regionales y alcaldes y hacen extensión de esa maniquea 
posición de “civiles , frente a “militares,” sintiéndose ellos mismos parte de la estructura 
militar, probablemente por los errados objetivos de la formación policial, de marcado 
corte militar, y en razón a este error consideran que no tienen porque responder a un 
civil por más alcalde o gobernador regional que sea. Lo lógico y lo que perseguía y 
persigue la ley que crea el sistema nacional de seguridad ciudadana, es que las 
autoridades locales en comité, sistematicen las demandas por seguridad de cada una de 
sus localidades, y la institución profesional de policía y generada por la sociedad y el 
estado para tal fin , la policía nacional, constituya la oferta profesional y técnica de las 
diferentes especialidades que son capaces de oponerse a los actos riesgosos e inseguros. 
Algunos trabajos se han aproximado a identificar la seguridad ciudadana como esfuerzo 
concertado entre los diferentes actores de la sociedad y del estado. 
el Plan Nacional de Seguridad Ciudadana para el año 2012 formulado por la Secretaría 
Tècnica del Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana, recoge la definición de 
seguridad ciudadana expresada en la Ley nº 279331, ley del sistema nacional de 
seguridad ciudadana, art. 2º, que define la seguridad ciudadana como: 
“La acción integrada que desarrolla el estado, con la colaboración de la ciudadanía, 
destinada a asegurar su convivencia pacífica, la erradicación de la violencia y la 
utilización pacífica de las vías y espacios públicos. del mismo modo, contribuir a la 
prevención de la comisión de delitos y faltas”. 
El plan referido se sustenta en la sétima política de estado formulada por el Acuerdo 
Nacional el año 2002 y que se expresa: “Erradicación de la violencia y fortalecimiento 
del civismo y la seguridad ciudadana”. Esta política aparece como demasiado lata, lo 
que ha provocado que los planes que desde la dación de la Ley 27933, que crea el 
Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana en el año 2003, sean tambièn una expresiòn 
de excelentes propòsitos pero sin la habilitaciòn de los componentes del sistema para 
entender y asumir su participaciòn en lo que constituye una cultura de certeza. 
Probablemente el error haya residido en que previamente a la promulgaciòn de la ley, 
debiò inducirse esta desde las bases del sistema hacia la parte de conducciòn mayor, 
asumiendo que los servicios y acciones para lograr un clima de convivencia pacìfica, 
tienen marcada connotaciòn local, tanto asì que los asuntos que deban conocer los 
organos vinculados a la seguridad de una jurisdicciòn , difieren de los que deban 
abordarse en otras jurisdicciones, por esa caracterìstica de servicios  locales que tienen 
los servicios que brinda la Policía Nacional y que estàn referidos a la idiosincracia de la 
poblaciòn que se atiende, culturas locales, comportamientos diferenciados y hasta actos 
criminales que responden a la realidad local. Lo que hubiese significado  haber creado 
el clima propicio para que gobernantes locales, gobernantes regionales, autoridades 
nacionales y poblaciòn organizada, hicieran suya la responsabilidad de actuar en 
conjunto para eliminar o controlar los riesgos a los que estàn expuestos los ciudadanos 
de las diferentes localidades. Esta ausencia de entendimiento y consecuentemente la 
ausencia de compromiso con los propòsitos del sistema, provocò que en los años 
recorridos de su vigencia, todos los esfuerzos hayan quedado librados a la 
juramentaciòn de los diferentes comitès, la foto del recuerdo, pero ninguna actuaciòn 
concreta. En este tiempo de corrido el funcionamiento del sistema, se han dado 
normas(2) que proporcionan los instrumentos legales a las autoridades locales para que 
                                             
1 Ley Nº 27933, Crea el Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana,dada en la Casa de Gobierno, en 
Lima, a los once días del mes de febrero del año dos mil tres 
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orienten esfuerzos de inversiòn para acciones vinculadas a la eliminaciòn de riesgos 
contra la seguridad ciudadana2, pero ha quedado en ello: adquisiciòn de equipos, 
vehìculos, contrataciòn de policìas en dìas de holgura, pero obrado tan dispersamente, 
que a pesar de haberse invertido cada año màs recursos econòmicos en materia de 
seguridad , los resultados han sido inversamente proporcionales, notàndose en el 
crecimiento de la percepciòn de inseguridad o inseguridad subjetiva , que provoca 
necesariamente una suerte de paranoia colectiva, por la cuàl todos desconfiamos de 
todos y desconfiamos tambièn de las autoridades. en la ultima mediciòn conocida del 
latinobaròmetro, el perù, paraguay y brasil aparecen como los paìses con mayor nivel de 
desconfianza. 
 
Podemos convenir que la seguridad ciudadana, puede ser asumida como cultura de 
certeza social, o dicho en otros tèrminos, una nueva forma de vivir que se oponga a los 
riesgos que nos impone la sociedad moderna. 
Al tocar el tema de seguridad ciudadana hemos encontrado la primera inocuidad de la 
ley, frente al crecimiento de la inseguridad, pues no ha sido posible articular el sistema 
y darle una rectorìa apropiada a las acciones que se deban adelantar para superar los 
riesgos y los temores que estos provocan. En el pequeño balance positivo, podemos 
decir que se ha abierto un tema de discusiòn respecto a la seguridad ciudadana, se ha 
convertido en el principal o uno de los principales problemas sentidos por la poblaciòn  
y ha logrado, que cuando menos ,en el discurso, se ofrezcan mayores recursos y mayor 
preocupaciòn por el tema. Digo en el discurso, por que no se vislumbran acciones 
concretas para sanar de los procesos de descomposicòn que sufren elementos 
principalìsimos del sistema, como son :policía nacional, ministerio pùblico, poder 
judicial e instituto nacional penitenciario. Las instituciones referidas son las que generan 
la mayor desconfianza en la ciudadanìa y siempre salen mal ubicadas en las mediciones 
de opiniòn, por el convencimiento sustentado de los ciudadanos que la corrupciòn 
atraviesa a todos los estamentos de estos  operadores del sistema de seguridad. 
 
LEYES PENALES Y SEGURIDAD CIUDADANA 
 
Como consecuencia de la inocuidad del sistema nacional de seguridad ciudadana y el 
crecimiento , tanto de la sensaciòn de inseguridad, que en promedio nacional alcanza al 
72%, de acuerdo a mediciones hechas por la ONG “Ciudad Nuestra”, como de la 
victimizaciòn real, que en la misma consulta arroja que el 41% de hogares consultados 
ha tenido un miembro que ha sido vìctima de un acto criminal., es obvio que si de cada 
cuatro peruanos consultados, tres manifiestan sentirse inseguros en la localidad donde 
viven y si de cada cinco hogares consultados, dos manifiestan tener miembros que han 
sido vìctimas reales, se va generando una crispaciòn popular que exige “mano dura 
contra la delincuencia”, “mayor severidad en las penas”, “carcel para todos”, “nuevos 
tipos penales”, “supresiòn de beneficios” y hasta complacencia con la posibilidad que 
en una localidad norteña habrìa operado una actitud de algunos miembros de la policía, 
orientada a “eliminar delincuentes”, elevando inclusive a categorìa de “hèroe popular” 
al policía que por acusaciones de los familiares de los delincuentes fallecidos, habrìa 
dirigido estas acciones. el proceso ha exculpado a los presuntos autores, pero lo que 
señalamos es la disposiciòn de la poblaciòn a convalidar el acto si en realidad se hubiese 
producido, o si se hubiesen presentado pruebas contundentes. y lo contraproducente es 

                                             
2 Ley 29010 del 26 de Abril del 2007, Ley que faculta a los Gobiernos Regionales y Gobiernos Locales a  
Disponer recursos a favor de la Policía Nacional, modificada por la Ley 29611 del 8 de Noviembre del 
2010 
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que la poblaciòn señala siempre a la policía como una instituciòn que esta afectada por 
la corrupciòn, pero que no dudarìan en convertirlos en asesinos , si ello, les proporciona 
mas que tranquilidad, una sensaciòn de venganza. 
 
Pues bien, he referido algunas breves caracterìsticas para señalar, que la respuesta que 
ha dado recurrentemente el estado, al crecimiento de la inseguridad siempre ha 
postulado sintonizar con la crispaciòn popular, pues siemepre resultarà màs sencillo, 
agravar penas3, suprimir beneficios, que iniciar un verdadero proceso de prevenciòn del 
delito, inclusiòn social, educaciòn, salud. equilibrio en las oportunidades a los jòvenes, 
y todo lo que evitarìa la delincuencia ocasional. no podemos asumir que todos los actos 
crimi nales tienen la misma etiologìa, se debe considerar que existen condiciones 
generadores de delincuencia ocasional, que difieren de aquellas que facilitan al 
delincuente habitual, sin desconocer que el ocasional, por una inexistente polìtica de 
resocializaciòn en las càrceles, se convierte en delincuente habitual. 
Como sostenemos , los factores que deben atacarse para evitar que se conviertan en 
facilitadores de la delincuencia ocasional estàn referidos a la pobreza, el desempleo, la 
falta de oportunidades para una adecuada educación, la impunidad, la falta de un 
adecuado sistema penitenciario, la corrupción, la desintegración familiar,  
la violencia intrafamiliar, la violación de los derechos humanos, el desplazamiento 
forzado, etc..  
Todos estos factores que contribuyen a ciertos tipos de delincuencia comun, que son 
generadores de la inseguridad, tanto real como subjetiva,  pueden afrontarse con 
programas sociales que ofrezcan mayores oportunidades a las gentes menos favorecidas, 
el desarrollo de una política de inclusion y justicia social del gobierno que debe tender a 
convertirse en una política de estado y no del gobierno de turno.  
 
Dentro de las esferas de la tarea policial, definidas como prevenciòn, disuasiòn, control , 
acciones reactivas; la prioridad se le ha dado a la esfera de acciones de control y 
ultimamente tambièn a las reactivas, en las zonas donde los diferentes conflictos ponen 
en riesgo la paz social. 
 
                                             
3  Algunas de las disposiciones legales de los últimos años:Artículo 108. Homicidio Calificado-
Asesinato,El inciso 5 fue modificado por la Ley 28878 del 17 agosto de 2006.-Artículo 111. Homicidio 
Culposo.Fue modificado por la Ley 29439 del 19 de noviembre de 2009.--Artículo 121. Lesiones 
Graves.El ultimo párrafo modificado por la Ley 28878 del 17 agosto de 2006.- Artículo 121-A. Formas 
agravadas de lesiones. El menor como víctima.El último párrafo fue incorporado por Ley 26788 del 16 
mayo de 1997. Y luego este párrafo fue modificado por la Ley 29282 del 27 noviembre 2008.--
       Artículo 121-B. Formas agravadas. Lesiones Graves por violencia familiar ..Ultimo párrafo 
modificado por Ley 29282 del 27 noviembre 2008.-          Artículo 112-A. Formas agravadas lesiones 
leves. Ultimo párrafo incorporado por Ley 26788 del 16 mayo 1997. Luego, modificado por Ley 29282 
del 27 noviembre 2008.-- Artículo 122-B. Formas agravadas. Lesiones leves por violencia 
familiar.Ultimo párrafo incorporado por Ley 29282 del 27 noviembre 2008.-- Artículo 152 Secuestro. 
Modificado por D.Leg 982 del 22 julio 2007 (no procede indulto ni conmutación de penas. Los beneficios 
penitenciarios para los sentenciados por estos delitos se regularan conforme a los artículos 2, 3 y 4 del D. 
Leg 927 y conforme al artículo 3 de la Ley 28760.--Artículo 170. Violación sexual. Inciso 2 modificado 
por la Ley 28963 del 24 enero 2007. Y el inciso 5 modificado por la Ley 28704.- -  Artículo 173. 
Violación sexual de menor de edad. Ultimo párrafo modificado por la Ley 28704 del 5 de abril de 2006.- 
Artículo 185 Hurto Simple.Ultimo párrafo modificado por el D. Leg 1084 del 28 junio de 2008.-- 
Artículo 186. Hurto agravado.Ultimo párrafo modificado por la Ley 29407.--          Artículo 188. Robo. 
Modificado por Ley 27472.- -Artículo 189. Robo Agravado.Ultimo párrafo modificado por Ley 29407.--
Artículo 200. Extorsión. Modificado por D. Leg 982 del 22 julio de 2007 
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Las acciones de control, destinadas a la persecuciòn de un conjunto de delitos cometidos 
por la delincuencia habitual que genera un mayor grado de violencia, estàn 
representados por el terrorismo, el tràfico ilìcito de drogas, bandas organizadas para 
cometer secuestros, extorsiones, asaltos, asesinatos por encargo, delitos cibernèticos, 
robo de vehìculos, etc.es cierto que merecen la preocupaciòn del estado y de las 
autoridades en su conjunto, por el nivel de amenaza que representan y en forma alguna 
se postula que cejen en el esfuerzo por poner a estos delincuentes habituales a 
disposiciòn de la justicia, pero no debemos ignorar que en la mediciòn hecha por 
“ciudad nuestra”, en el año 2010, nueve de cada diez delitos cometidos (91%) son de 
caràcter patrimonial y de ellos el 48% fueron robos al paso, 24% robos en vivienda o 
locales, el tercer delito con mayor incidencia , 9%, corresponde a atracos que ya 
implican violencia fìsica contra la vìctima. Pues bien estos delitos suman el 81% del 
total de delitos cometidos, quedando el 19% repartidos en los delitos cometidos por el 
crimen organizado, del cuàl damos cuenta lìneas arriba. No necesitamos mayor 
sofisticaciòn para relacionar que los delitos urbanos, considerados menores, son los 
generadores de la sensaciòn de inseguridad y de la victimizaciòn real, ni tampoco 
dudamos que estamos hablando de delincuentes ocasionales, que al aplicàrseles la 
“mano dura” de las leyes duras y de las càrceles tugurizadas, terminaràn constituyendo 
la reserva y siguientes generaciones del crimen organizado No ponemos en tela de 
juicio que la policía pueda y de hecho viene teniendo èxitos en la persecuciòn de los 
delitos del crimen organizado, lo cuàl genera grandes titulares periodìsticos, empero, no 
disminuye la sensaciòn de inseguridad. El hecho que un jefe de banda de 
narcotraficantes, sea encarcelado y sancionado con una alta pena, no tendrà incidencia 
en la disminuciòn del temor de la ciudadanìa  a ser vìctima de un delito en la callle, 
lugares pùblicos y viviendas. La gran tarea està en las acciones de prevenciòn que 
hemos señalado anteriormente, y que dicho sea  con afàn homogenizador, los èxitos de 
las policìas de la regiòn no son para nada halagueños en relaciòn a la delincuencia 
urbana, menuda y generadora de sensaciòn de inseguridad, tal vez se deba que 
afrontamos problemas comunes respecto a desarrollar acciones de prevenciòn, que son 
de lenta maduraciòn, poco rentables en tèrminos mediàticos,  probablemente resulten 
demandadoras de presupuestos especiales que las economìas no puedan dispensar, pero 
que duda cabe que son indispensables para afrontar la indisciplina social, las faltas, 
delitos menores y que obviamente impediràn el pregrado de la delincuencia organizada 
y violenta. 
 
Es pertinente aclarar, que como resultado de las sucesivas olas de “mano dura”, las 
penas en el Perù ya son lo suficientemente severas, y los delitos a los que se les califica 
de agravados,(por ser cometidos por mas de una persona, por ser cometidos de noche, 
por utilizar cualquier arma u objeto que haga sus veces, y otras condiciones que los 
expertos en derecho penal podràn explicar con mayor precisiòn), reciben sanciones 
desproporcionadas. Puedo referirles que por haber dirigido dos de los penales de mayor 
complejidad en el paìs como son el penal “Castro Castro” y “Lurigancho”, puedo dar 
testimonio de sanciones inexplicables que llevan  seis años a la càrcel a dos jòvenes que 
robaron ejerciendo violencia fìsica manual una caja de cervezas. Como por robo 
agravado no pueden ser clasificados al penal para procesados primarios, terminaron en 
lurigancho, a expensas de los delincuentes habituales, y en franco proceso de 
aprendizaje para ingresar a las ligas mayores del delito. Dejarè algunas reflexionoes 
sobre la administraciòn de la ejecuciòn de la pena para el ùltimo apartado de estos 
apuntes, lo que se quiere significar es que todas las olas de ofrecimiento de polìticas de 
“mano dura”, “tolerancia cero”, han derivado en agravamiento de penas, supresiòn de 
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beneficios y creaciòn de nuevos tipos penales, pero que dichas normas no han 
contribuìdo en la soluciòn de la inseguridad subjetiva o real, pues los ìndices de 
crecimiento de la sensaciòn de inseguridad y de victimizaciòn real, nos coloca en un 
nada halagueño primer lugar en la regiòn, con la aclaraciòn que se inflan las mediciones 
por la razòn que la mayorìa de las vìctimas lo han sido de delitos menores, urbanos y 
cometidos por delincuentes ocasionales, en tanto que los crimenes producto de bandas, 
es probable que haya crecido en violencia , pero no acusa un incremento exponencial en 
relaciòn con los delitos menudos y menos aùn, se puede sostener que el Perù supera en 
violencia a varios paìses de la regiòn, en los cuàles la prevalencia la llevan los delitos 
cometidos con armas de fuego y por organizaciones criminales. Lo cierto es que frente 
al planteamiento del tema, como han influìdo las leyes en la disminuciòn de la 
inseguridad, podemos concluìr que esta influencia ha sido mìnima y que la aplicaciòn 
de penas severas, no ha disuadido a los criminales habituales de seguir cometiendo 
delitos. 
 
ADMINISTRACIÒN DE LA EJECUCIÒN DE LA PENA 
 
En este apartado puedo mencionar la experiencia de haber dirigido en dos oportunidades 
el Instituto Nacional Penitenciario, y como mencionè anteriormente, antes de mi 
primera experiencia como Presidente del Inpe, habìa dirigido el año 1994 el penal, 
entonces de regimen cerrado especial “Miguel Castro Castro”, en tiempos que se 
clasificaba al mismo a todos los procesados y sentenciados por terrorismo y a los 
delincuentes integrantes de las organizaciones criminales mas peligrosas y famosas de 
la època. Luego y durante los años 1998 y 1999, ejercì la direcciòn del penal de regimen 
cerrado ordinario “Lurigancho”, tristemente cèlebre por ser en esa època el penal màs 
tugurizado del medio y el segundo en el mundo, superado entonces tan sòlo por un 
penal en Africa. Habìa un  promedio de 8000 internos, para un  penal que fue construìdo 
para 1500 y que por habilitaciones posteriores en el mismo espacio, se ampliò capacidad 
para albergar hasta 3000 internos. Realizar el presupuesto resocializador de la pena en 
un penal de tales caracterìsticas, resultaba casi una burla. La Ley de Ejecuciòn Penal 
considera que los internos deben ser sometidos a tratamiento penitenciario con miras a 
su resocializaciòn y reinserciòn , desde su ingreso hasta su excarcelaciòn. Para lograr 
este propòsito se contaba con siete sicòlogos (a razòn de màs de mil internos por 
sicòlogo), tres abogados y diez trabajadoras sociales. un mèdico jefe del servicio de 
salud y un mèdico de turno por cada noche. No necesito explicar que lo que se hacìa era 
una suerte de magia para controlar un penal en donde no se podìa aplicar ninguna de las 
polìticas penitenciarias, y obligaba a privilegiar el tema de seguridad. Se imaginan los 
conflictos para controlar las visitas femeninas, suponiendo austeramente que cada 
interno recibiese una sòla visita, ya tendrìamos ocho mil visitas, y si se emplea un 
minuto por revisòn de cada una de ellas, estamos hablando de ocho mil minutos que 
llevado a calculo horario nos darìa 133 horas, pero sòlo se tenìa visita de 0900 horas a 
1700, y el ingreso se autorizaba hasta las 1500, lo que hace que en sòlo seis horas se 
tenga que revisar a un promedio de casi 8000 visitas. Un imposible. 
Pues crèanme que las condiciones no han variado sustantivamente, al contrario, han 
empeorado, por razones que a las diferentes administraciones del paìs, le ha importado 
poco la situaciòn de los penales y sòlo han producido leyes que los tuguricen cada dìa 
màs, pues no se han preocupado en ampliar la capacidad ni favorecer la correcta 
clasificaciòn, que procure la separaciòn entre delincuentes habituales, de los ocasionales 
primarios. 
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Voy a tomar algunas cifras actuales del mes de setiembre del año 2011, publicadas por 
el Inpe que nos grafican la situaciòn de las càrceles en el país 
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Las cifras son contundentes, en 15 años la poblaciòn penal ha crecido en 26194 internos 
lo que equivale a una media de 1746 internos mas por cada año, deducidos ya 
obviamente los que obtuvieron en ese perìodo su libertad. Esta cifra nos dirìa que se 
debìa construìr un penal nuevo por año, pero como ello no es posible, se han seguido 
llenando los que existen, quedando sòlo la adopciòn de fragiles medidas de seguridad, 
pero renunciando por imposible a conducir una polìtica de tratamiento penitenciario. A 
este dèficit, debemos adicionarle la poca atenciòn que se ha dado al Inpe para que pueda 
contar con mayor cantidad de agentes y de profesionales de tratamiento. Los penales 
solamente se recuerdan y toman los principales titulares, cuando se producen hechos 
sòrdidos y vuelven las medidas de siempre, echar a las autoridades del momento, 
ofrecer mayores recursos, ofrecer construir nuevos penales, y todo aquello que se 
olvidarà ni bien los titulares de la prensa se dediquen a nuevas noticias. 
Este crecimiento de la poblaciòn penal debe compararse con la capacidad de albergue 
de los  penales , que se presentan a continuaciòn y que son datos de setiembre ùltimo 
publicados por el Inpe: 
 
ALBERGUE Y SOBREPOBLACION 
AÑOS 2000 -2011 

            

AÑOS 
ESTABLECIM 
PENITENCIA 

POB. 
PENAL 
PROM 

CAPACIDAD 
ALBERGUE 

SOBREPOBL SOBREPOBL % 

2000 83 27734 19347 8387 43.35 
2001 81 26989 19949 7040 35.29 
2002 81 27417 19891 7526 37.84 
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2003 82 28836 21821 7015 32.15 
2004 83 31311 20961 10350 49.38 
2005 86 33010 21159 11851 56.01 
2006 84 35835 22548 13287 58.93 
2007 78 39684 23462 16222 69.14 
2008 78 43286 23333 19953 85.51 
2009 71 44406 24961 19445 77.90 
2010 67 45021 27551 17470 63.41 
2011 66 49133 28492 20641 72.44 

Como se podrà apreciar, siempre la poblaciòn penal està por encima de la capacidad de 
albergue, lo cual se agrava porque en los datos presentados se consideran todos los 
penales, pero muchos de ellos con capacidad de albergue se encuentran en provincias y 
se trata de penales precarios imposibles de ser utilizados para albergar internos de alta 
peligrosidad. Si la situaciòn se discrimina por penales, se tendrà que los penales de 
Lima y algunas provincias, como Huànuco, Tarapoto, Huancayo, Tacna y otros màs, 
estàn sumamente tugurizados y algunos la poblaciòn penal triplica su capacidad de 
albergue. 
 
Lo que queremos significar, es que las leyes duras no han disuadido a los delincuentes 
de cometer delitos y la tendencia de crecimiento de la poblaciòn penal, nos podrìa hacer 
pensar que los operadores estàn haciendo mejor su trabajo, pero si contrastamos con las 
tendencias ya expresadas de crecimiento de la victimizaciòn real, se puede hablar de una 
correspondencia en las tendencias. Hay que considerar adicionalmente el alto grado de 
reincidencia en el delito, lo que demuestra que la ley dura no disuade y que el sistema 
penitenciario no clasifica convenientemente por imposibilidad real, y menos aùn tiene 
capacidad de hacer posible la resocializaciòn del penado. Lo que si ha mejorado 
notablemente, y ello hay que atribuìrselo a la nueva ley procesal penal, es el equilibrio 
entre procesados y sentenciados al interior de los penales. Antes del nuevo Còdigo 
Procesal Penal, la poblaciòn se dividìa en 6% de sentenciados y 94% de procesados, 
hoy la relaciòn està dada por 40% de sentenciados y 60% de procesados. 
 
 
BREVES CONCLUSIONES 
 
Si intentamos sintetizar lo dicho en estos apuntes tendrìamos que decir: 
 

- Las leyes, especialmente las que se proponen sistematizar las acciones para 
lograr eliminar los riesgos que afectan la seguridad ciudadana, no han tenido los 
efectos que se propusieron, no porque su concepciòn haya sido errònea, 
fundamentalmente se debe al fracaso de los componentes del sistema y a la 
ausencia de una rectorìa eficaz respecto de las acciones que se deben adelantar. 

- Lo que si se ha logrado, es sensibilizar a la poblaciòn para llevar al debate 
nacional un tema que debe ocupar  prioritariamente al estado y que constituye la 
principal demanda de la ciudadanìa. 
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- Las politicas y ofrecimientos de “mano dura”, “leyes penales severas”, 
“encarcelamiento”, “supresiòn de beneficios”, no han logrado disminuir la 
sensaciòn de inseguridad ni la victimizaciòn real. 

- El 72% de consultados manifiesta no sentirse seguro en la localidad donde 
viven. el 41% de hogares consultados, manifiestan que alguno de sus miembros 
ha sido victima de acto criminal 

- El nuevo còdigo procesal penal ha logrado que aumente sensiblemente la 
cantidad de sentenciados en los establecimientos penales. 

- El sistema de ejecuciòn penal, no responde a los presupuestos de clasificaciòn, 
tratamiento penitenciario y resocializaciòn, por haber superado peligrosamente 
su capacidad de albergue y no contar con personal suficiente de agentes y 
profesionales de tratamiento. 

- Por estas deficiencias del sistema penitenciario, los delincuentes ocasionales, 
terminan convirtièndose en delincuentes habituales. 

- El estado, a travès del ejecutivo, ha privilegiado el control del delito, 
descuidàndose el nivel preventivo, que finalmente serà el que evitarà el 
surgimiento de nuevos delincuentes ocasionales 

- La poblaciòn desconfìa de sus instituciones, especialmente de aquellas que se 
constituyen en operadores pricipales de la seguridad como la Policía, Ministerio 
Pùblico, Poder Judicial e Inpe. 

- Las acciones destinadas al control del crimen organizado, no han aportado a la 
disminuciòn de la sensaciòn de inseguridad. 

- Finalmente, debe diseñarse una polìtca de seguridad ciudadana, que pase por el 
replanteamiento mismo de la seguridad pùblica, el tratamiento de las 
deficiencias en los operadores, que deben seguir las pautas que se fije en el 
modelo de seguridad pùblica que se adopte, y en el caso de la Policía Nacional , 
como elemento central del sistema de seguridad ciudadana, su tratamiento, 
ademàs de seguir el modelo de seguridad pùblica que se adopte, debe de 
afianzarse su identidad como instituciòn que cumple funciones de naturaleza 
civil, revisar sus planteamientos doctrinarios, la formaciòn de sus integrantes, las 
condiciones laborales, la justa retribuciòn remunerativa llegando inclusive a 
revisar sus rutinas. 

 


